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CONTRIBUCIONES ESCRITAS PREPARADAS PARA EL DÍA DE DISCUSIÓN GENERAL A CELEBRAR EN GINEBRA EL 19 DE ABRIL DE 2016, BAJO LOS AUSPICIOS DEL COMITÉ DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

ENTIDAD QUE PRESENTA LA PROPUESTA 
El CERMI (Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad) como organismo representativo de la  Discapacidad en España, como miembro de ECOSOC y también en su calidad de ser el mecanismo independiente designado por el Estado Español para el seguimiento de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, recibe con agrado y compromiso la consulta del Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad para el día de discusión general relativa al artículo 19 de la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad.
PROPUESTAS DEL CERMI 

I. INTRODUCCIÓN

1. La Convención no pone fin a una situación estructural de desigualdad de los derechos de las personas con discapacidad, sino que, a través del reconocimiento de los derechos humanos de las personas con discapacidad en clave de equiparación y autonomía, establece las bases de transformación. 
2. La Convención supone un cambio de paradigma, el paso del modelo médico al de derechos humanos, y en el ámbito del derecho a la vida independiente y en comunidad implica pasar de un modelo de dependencia, aislamiento y pasividad, a un modelo de independencia, de ciudadanía activa y de inclusión en la comunidad
3. El derecho a vivir en forma independiente, implica que las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y con quien vivir, pero este derecho, no es un derecho humano nuevo, sino que incluye un derecho que ha sido negado de forma sistemática y estructural a las personas con discapacidad. De hecho, puede decirse que es el único colectivo donde la segregación es más intensa y concentrada, pues no se reduce a un espacio sino a una institución donde pueden ser confinados por motivo de discapacidad.

4. El artículo 3 de la Convención, la única que incluye en su parte dispositiva principios de carácter transversal en los derechos que reconoce, incluye de forma clara tantos los principios clásicos de los derechos humanos, que deben ser leídos en clave de discapacidad, tales como dignidad, no discriminación o igualdad de oportunidades, como principios específicos como la accesibilidad. A los que se añaden otros que quieren revertir situaciones endémicas de vulneración de derechos y que afirman: la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones y la independencia de las personas; la participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; y el respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas. Por tanto, uno de los ejes claves es la participación, la vida en comunidad. 

5. El enfoque de derechos que propugna la Convención desde el modelo social de la discapacidad obliga a identificar las barreras que impiden la plena inclusión en igualdad de condiciones. Por ello, en el ámbito del derecho a la vivir en comunidad, debe tenerse en cuenta tanto las barreras (por ejemplo, físicas, a la comunicación, legales etc.) como las necesidades específicas que, por motivo de discapacidad puedan ser necesarias (por ejemplo,un asistente personal).
II. OBSERVACIONES AL CONTENIDO NORMATIVO DEL ARTÍCULO 19
6. El derecho en igualdad de condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, implica que la garantía de este derecho requiere que, por parte del Estado, se garanticen las infraestructuras, y se posibiliten medios y recursos que permitan a las personas con discapacidad vivir en comunidad.
7. Este derecho se debe reconocer desde la plena libertad de elección de las personas con discapacidad a determinar su lugar de residencia, es decir, para que sea efectivo deben garantizarse los medios necesarios para su ejercicio. Ya sean legales, de forma que la ley lo establezca, como de dotación de recursos suficientes. 
8. No existe libertad de elección cuando, o bien no existe el reconocimiento, o bien éste se condiciona o se fuerza a un sistema de vida, bien porque las leyes primen o promuevan formas específicas (por ejemplo residencias frente al domicilio personal), o cuando la falta de accesibilidad y de recursos son el fundamentode la elección y no la libertad de la persona, o mucho peor, cuando la configuración económica del sistema obliga a un copago a la persona que no puede asumir y queda por tanto fuera del sistema.
9. Un elemento clave para el ejercicio de este derecho es la preexistencia de entornos accesibles e inclusivos, de forma que las personas con discapacidad puedan disfrutar, en igualdad de condiciones de los servicios comunitarios.

III. OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTE

10. Los Estados partes tienen la obligación de respetar, proteger y asegurar el derecho de todas las personas con discapacidad a su derecho a vivir de forma independiente y a ser incluidoen la comunidad, de forma que las personas con discapacidad puedan, de forma efectiva, disfrutar de la libertad de elegir su forma de vida, ya sea en residencia o en comunidad, tener acceso a toda una serie de servicios comunitarios en su domicilio o en residencias y a otros servicios para la vida cotidiana, incluida la asistencia personal.
11. La obligación de respetar implica un ámbito no sólo de reconocimiento, sino también de no injerencia. En este marco se sitúa de forma especial cambiar los sistemas de institucionalización por motivo de discapacidad, al desarrollo de servicios de apoyo para las personas con discapacidad en sus comunidades locales.
12. La obligación de proteger implica reconocer el ámbito de ejercicio del derecho. En este ámbito debe tenerse presente que:
a. El sistema de financiación debe ser adecuado y sostenible.
b. Si existe fórmula de copago con el beneficiario, los criterios deben ser claros, equitativos, y en Estados con divisiones territoriales debe haber un marco común de forma que no se produzcan profundas diferencias por razón del lugar de residencia.A la hora de definir el copago en relación a la capacidad económica del usuario, ya sea de su renta y/o patrimonio debe ponderarse teniendo en cuenta la edad, el momento vital de aparición de la situación de dependencia y su mayor o menor prolongación a lo largo de la vida de la persona beneficiaria, así como el tipo de servicio que se presta. Deberán, en todo caso, definirse límites a esta capacidad económica, de forma que por debajo de un umbral determinado no deba copagar, y que el copago no absorba más de una cuantía determinada de su capacidad económica, de forma que se le asegure un mínimo para gastos de la vida diaria, y de la misma forma, que el copago del beneficiario cubra hasta un porcentaje del coste total del servicio.  En todo caso nadie debe quedarse fuera por no disponer de recursos.
c. Los sistemas que se configuren deben ser coherentes con: 
i. La libertad de elección del usuario y su participación en el diseño de la atención que recibe.

ii. La existencia de dispositivos y mecanismos centrados en la prestación de servicios que estén orientados a la promoción de la vidaindependiente y la autonomía personal, entre ellos, las Oficinas de Vida Independiente. 
iii. La accesibilidad en sentido amplio, incluido el derecho a la información que tienen que garantizar la adaptaciónde los mecanismos de comunicación dela administración con responsabilidad en este ámbito, para que todos los usuarios ejerzan su derecho de participación yautodeterminación, y para garantizar que conoce sus derechos como usuaria o usuario del sistema y como ciudadano ociudadana en igualdad de condiciones.

iv. La especial protección de los grupos más vulnerables: mujeres y niños/as, minorías, mayores, lo que implica lano discriminación por razón de edad u otra condición social o personal. Debe atenderse también a la dimensión de ruralidad.
v. La participación efectiva de la ciudadanía con discapacidad, a través de sus organizacionesrepresentativas, en virtud del principio de diálogo civil, en el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de laspolíticas de promoción de la autonomía personal.

d. El derecho a los servicios sociales debe determinarse condicionado por las necesidades de la discapacidad, y no por su tipo o grado. 
e. Las prestaciones tampoco deben ser un obstáculo a la libertad desplazamiento, de forma que, si la persona por cualquier motivo viaje o se ausenta de su domicilio (municipio) durante un periodo de tiempo determinado, pueda seguir recibiendo dicho servicio en cualquier otro lugar. 

f. El reconocimiento que se otorgue debe ser válido en todo el territorio nacional, no debiendo estar permitido que, en el caso de cambio de domicilio a otro ámbito territorial con competencias en esta materia, sea necesaria una nueva evaluación por parte de esta otra administración pública territorial.
g. La accesibilidad de los edificios de vivienda debe promoverse y asegurarse, evitando que estos se conviertan en cárceles involuntarias, debe definirse una forma de promoción y aseguramiento de la accesibilidad de los edificios tanto prexistentes como nuevos, que no implique un sobre coste para la persona con discapacidad situando el problema y la solución en ella, sino que, de no poder ser satisfecha por el estado, debe repartirse de forma adecuada entre los propietarios. 
h. Estas actuaciones deberán tener especial consideración con el entorno rural y la perspectiva de género.
13. La obligación de asegurar, implica dotar de recursos claros, rápidos y efectivos frente a injerenciasy vulneraciones de este derecho.
IV. RELACIÓN CON OTRAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN

14. Los derechos establecidos en el artículo 19 están estrechamente vinculados con otros derechos reconocidos en la Convención, lo que obliga al Estado a abordar sus obligaciones desde una dimensión integral. 
Accesibilidad (artículo 9)
15. La accesibilidad es una condición previa para que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en la sociedad en igualdad de condiciones. 
16. Para el ejercicio del derecho a vivir en comunidad, es esencial que exista acceso al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público.

17. Deben por ello, tanto asegurar la accesibilidad, como identificar las barreras para su remoción.
Capacidad jurídica (artículo 12)

18. Existe una íntima relación con el artículo 12 relativo a la capacidad jurídica, y a la observación general sobre la misma emanada del Comité, esto es así porque para que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida deben tener preservada su capacidad jurídica, de forma que puedan elegir y tener control sobre su vida diaria, en igualdad de condiciones con las demás.
19. Con independencia de la forma de vida, en residencia o comunidad, es esencial que se presten apoyos para el ejercicio y desarrollo de la vida personal. Esta dimensión debe garantizarse especialmente en el ámbito residencial, por cuanto su organización debe responder al respeto de la libertad de actuación de la personal.
20. Debe eliminarse la perniciosa relación entre limitación de la capacidad jurídica e internamiento, porque implica formas agravadas de control, tanto por la pérdida de la capacidad jurídica como por la cesión de derechos y libertades que se produce en los entornos institucionalizados. 
Observaciones a la relación del art. 19 con otras disposiciones de la Convención

21.  El artículo 2da importantes pautas para el ejercicio del derecho por cuanto incluye definiciones que marcan tanto las formas de comunicación, como el diseño universal o la igualdad y no discriminación. Por ello, son un referente necesario y obligatorio para la definición del derecho a vivir en comunidad, que también, en su concreción a través de las obligaciones del estado de respetar, proteger y asegurar debe incluir los principios del artículo 3 de la Convención, y con respeto al artículo 5 relativo a igualdad y no discriminación. 
22. El artículo 6 relativo a las mujeres con discapacidad, define un ámbito de mayor definición y concreción de este derecho. Debe tenerse en cuenta por cuanto además, existe prevalencia de mujeres con discapacidad.
23. El artículo 7 relativo a las niñas y niños con discapacidad, debe incorporarse y visibilizarse por cuanto la institucionalización es una realidad que afecta a menores. Esta institucionalización les priva, desde la infancia de la posibilidad de socializarse, lo que mina su desarrollo.

24. El artículo 25.e) prohíbe la discriminación en el acceso a seguros de vida cuando esté permitido por la legislación. Esta prohibición es esencial por cuanto el acceso a hipotecas para la compra de una vivienda, puede venir condicionado por la contratación de este tipo de seguros, y su denegación implica la imposibilidad de comprar una vivienda por negarse el acceso a crédito financiero, y por tanto la elección de dónde vivir en comunidad.
Madrid 17 de febrero de 2016

Leonor Lidón-Heras
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